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Sr. S. de Vega, Presidente  
 

La Sección Segunda del Consejo 
Consultivo de Castilla y León, 
reunida en Zamora el día 14 de 
septiembre de 2023, ha examinado 
el expediente de responsabilidad 
patrimonial iniciado como conse-
cuencia de la reclamación presen-
tada por D. yyyy, y a la vista del 
mismo y tal como corresponde a 
sus competencias, emite, por 
unanimidad, el siguiente 

Sr. Ramos Antón, Consejero  
Sra. Ares González, Consejera 
Sr. Herrera Campo, Consejero y 
ponente 
 
Sr. Píriz Urueña, Secretario 
 
 
 
  
 
 
 

DICTAMEN 374/2023 
 
I 

ANTECEDENTES DE HECHO 
 

El día 17 de agosto de 2023 tuvo entrada en este Consejo Consultivo 
la solicitud de dictamen preceptivo sobre el expediente de responsabilidad 
patrimonial iniciado como consecuencia de la reclamación presentada por 
D. yyyy, debido a los daños sufridos como consecuencia de la caída producida 
en la pista cubierta de fútbol del Complejo Deportivo cccc.  

 
Examinada la solicitud y admitida a trámite el 24 de agosto de 2023, 

se procedió a darle entrada en el registro específico de expedientes del 
Consejo con el número de referencia 374/2023, y se inició el cómputo del 
plazo para la emisión del dictamen, tal como dispone el artículo 52 del 
Reglamento de Organización y Funcionamiento del Consejo Consultivo de 
Castilla y León, aprobado por Resolución de 5 de febrero de 2014 de la Mesa 
de las Cortes de Castilla y León. Turnado por el Sr. Presidente del Consejo, 
correspondió su ponencia al Consejero Sr. Herrera Campo. 
 

Primero.- El 20 de diciembre de 2022 D. yyyy presenta escrito de 
reclamación de responsabilidad patrimonial ante el Ayuntamiento de xxxx por 
los daños sufridos a consecuencia de una caída en la pista cubierta de fútbol 
del Complejo Deportivo cccc el día 11 de diciembre de 2022, cuando 
practicaba ese deporte en compañía de otros compañeros, y se resbaló 



 

 2

debido al mal estado de la pista, cuyo firme estaba levantado, con gravilla y 
agua, lo que le produjo fractura de luxación del tobillo de su pie izquierdo. 

 
El reclamante aporta sucesivamente a lo largo del procedimiento 

diversa documentación médica de los Servicios de Urgencias y de 
Traumatología del Hospital hhh1, del Servicio de Rehabilitación del Hospital 
hhh2, y de Atención Continuada. Así como escrito de 10 de mayo de 2023 de 
valoración de daños, en que solicita sin mayor motivación una indemnización 
de 8.785 euros por perjuicios personales, secuelas estéticas derivadas de la 
intervención quirúrgica y reducción de movilidad del tobillo. 

 
Segundo.- Consta en el expediente informe de fecha 19 de diciembre 

de 2022, emitido por un representante de la empresa qqqq, encargada del 
servicio de gestión y control del referido Complejo Deportivo, en el que 
indica que una vez se tuvo conocimiento del accidente, un trabajador de la 
empresa acudió de inmediato a la pista, llamó al 112 para verificar la llegada 
de la ambulancia solicitada por uno de los usuarios previamente, mientras el 
accidentado se encontraba mareado en el suelo mareado, y que, al 
interesarse por su estado, las personas presentes le relataron que el 
accidentado, en un lance del juego, cuando había intentado realizar el 
control del balón, tuvo la mala fortuna de que se le fuera la pierna y se 
produjo la lesión. Añade que, en una primera inspección del terreno de 
juego, el trabajador observó que junto al accidentado no había ningún 
agente externo, agua o gravilla, que hubiera podido provocar la caída, y que 
la pista es de hormigón uniforme y estaba en buen estado.  

 
A este informe se adjunta parte de trabajo elaborado por el técnico 

que acudió a la pista, fotografías del lugar del accidente (en las que se 
señalan dos círculos, uno en el lateral izquierdo en el que se produjo el 
accidente, y otro en el lateral derecho en el que había un charco de agua, en 
correlación con el relato del parte de trabajo que se transcribe a 
continuación), y ticket de reserva de la pista. 

 
El indicado parte de trabajo del día 11 de diciembre señala que: 
 

“Me dijeron que se le había ido la pierna al realizar el control 
del balón. El suceso ocurrió …en la zona lateral izquierda cerca del círculo 
central tomando como referencia la zona de la portería…La pista debido a las 
grandes lluvias de estos días tenía un charco ubicado en la parte lateral 
derecha cerca del centro del campo tomando como referencia la portería…”. 
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Tercero.- El 22 de diciembre de 2022 el director de Instalaciones 

Deportivas del Ayuntamiento emite informe en el que se señala que: 
 

“En el parte de trabajo del operario incluido en el informe 
aportado por la empresa se indica el lugar del accidente y la información 
sobre el mismo que le trasmitieron los compañeros del accidentado y como 
se había lesionado al realizar un control con el balón. 
 

»El espacio deportivo referido es una pista cubierta de fútbol 
sala de 20 x 40 metros que cuenta con un pavimento continuo de hormigón 
pulido con superficie plana y juntas de dilatación que no presenta 
irregularidades ni fisuras. 

 
»En la inspección realizada posterior al día del accidente no se 

apreció humedad ni suciedad suelta en la superficie del pavimento en la zona 
que se indica donde sucedió el mencionado accidente. 

 
»Se incluyen fotos de la pista en las que se aprecia su estado y 

se indica la zona del accidente”. 
 
Cuarto.- El 31 de enero de 2023 la instructora del expediente abre un 

periodo probatorio, además de declarar incorporados los documentos adjuntos 
al escrito de reclamación. Lo que se notifica al reclamante.  

 
El 2 de marzo siguiente se concede trámite de audiencia al 

reclamante, quien el 21 de marzo, además de indicar sin otra precisión que 
“hay testigos presenciales en el momento del accidente. (a los que) Se 
puede pedir testimonio para confirmar lo ocurrido”, alega que, al seguir en 
rehabilitación, a la fecha no puede determinar la cuantía indemnizatoria 
solicitada, adjuntando informes de rehabilitación de 11 de enero y 7 de marzo 
anteriores. El 24 de abril presenta otro escrito reiterando los informes 
anteriores, y añadiendo uno nuevo de 21 de abril, del que resulta que el 
paciente fue dado de alta en rehabilitación en esa fecha tras 45 sesiones. 

 
En alegación posterior del 10 de mayo fija la indemnización solicitada 

en la cantidad alzada de 8.785 euros, sin mayor motivación o justificación. 
 
Quinto.- El 16 de agosto de 2023 se formula propuesta de resolución 

desestimatoria de la reclamación planteada. 
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En tal estado de tramitación, se dispuso la remisión del expediente al 

Consejo Consultivo de Castilla y León para que emitiera dictamen. 
 
 

II 
CONSIDERACIONES JURÍDICAS 

 
1ª.- El Consejo Consultivo de Castilla y León dictamina en el presente 

expediente con carácter preceptivo, de conformidad con lo previsto en el 
artículo 4.1.i),1º de la Ley 1/2002, de 9 de abril, reguladora del Consejo 
Consultivo de Castilla y León, correspondiendo a la Sección Segunda emitir el 
dictamen según lo establecido en el apartado tercero, 2.e) del Acuerdo de 6 
de marzo de 2014 del Pleno del Consejo, por el que se determina la 
composición y competencias de las Secciones. 
 

2ª.- La instrucción del procedimiento de responsabilidad patrimonial 
debe acomodarse a las previsiones de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del 
Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas 
(LPAC). 

 
3ª.- Concurren los requisitos de capacidad y legitimación exigidos por 

la LPAC. La competencia para resolver la presente reclamación corresponde 
al Alcalde, sin perjuicio de la delegación de competencias que pueda existir, 
de acuerdo con lo establecido en los artículos 21.1.s), 21.3 y 23.4 de la Ley 
7/1985, de 2 de abril, reguladora de las Bases del Régimen Local (LBRL), en 
relación con el artículo 92, párrafo segundo, de la LPAC.  

 
El interesado ha ejercitado su derecho en tiempo hábil, de acuerdo 

con lo establecido en el artículo 67.1 de la LPAC. 
 
4ª.- El artículo 106.2 de la Constitución establece que “Los 

particulares, en los términos establecidos por la ley, tendrán derecho a ser 
indemnizados por toda lesión que sufran en cualquiera de sus bienes y 
derechos, salvo en los casos de fuerza mayor, siempre que la lesión sea 
consecuencia del funcionamiento de los servicios públicos”. La referencia 
constitucional a la ley debe entenderse hecha a los artículos 32 y siguientes 
de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público 
(LRJSP), a la que se remite, de forma genérica, el artículo 54 de la LBRL. 
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Conforme a la jurisprudencia del Tribunal Supremo, la reiterada 

doctrina del Consejo de Estado, así como la de este Consejo Consultivo, la 
responsabilidad patrimonial de la Administración Pública exige la concurrencia 
de los siguientes requisitos: a) daño efectivo, evaluable económicamente e 
individualizado en relación con una persona o grupo de personas; 
b) antijuridicidad del daño, en el sentido de que la persona que lo sufre no 
tenga el deber jurídico de soportarlo, de acuerdo con la ley; c) imputabilidad 
a la Administración de la actividad dañosa, es decir, la integración del agente 
en el marco de la organización administrativa a la que pertenece o la 
titularidad pública del servicio o la actividad en cuyo ámbito se produce el 
daño; d) relación de causalidad entre la actividad administrativa y el 
resultado dañoso, esto es, que el daño sea consecuencia del funcionamiento 
normal o anormal de un servicio público; e) ausencia de fuerza mayor. 
Asimismo, se exige que la reclamación se presente antes de que transcurra 
un año desde el momento en que se produjo el hecho causante.  
 

5ª.- El asunto sometido a consulta versa sobre la reclamación de 
responsabilidad patrimonial relativa al daño sufrido por el interesado cuando 
se encontraba jugando un partido de fútbol en una instalación deportiva 
cubierta y sufrió una fractura de tobillo. 

 
Es competencia propia del municipio, de acuerdo con el artículo 25.2.l) 

de la LBRL, la promoción del deporte e instalaciones deportivas y de 
ocupación del tiempo libre, así como obligación de los municipios de más de 
20.000 habitantes al amparo del art. 26.1.c) del mismo texto legal prestar el 
servicio de instalaciones deportivas de uso público. 

 
En la esfera de las Administraciones Locales, el artículo 54 de la LBRL 

establece que “Las Entidades locales responderán directamente de los daños 
y perjuicios causados a los particulares en sus bienes y derechos como 
consecuencia del funcionamiento de los servicios públicos o de la actuación 
de sus autoridades, funcionarios o agentes, en los términos establecidos en 
la legislación general sobre responsabilidad administrativa”. Este precepto es 
reproducido, prácticamente de forma literal, por el artículo 223 del 
Reglamento de Organización, Funcionamiento y Régimen Jurídico de las 
Entidades Locales, aprobado por el Real Decreto 2.568/86, de 28 de 
noviembre. 
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De acuerdo con el artículo 4 del Reglamento de Bienes de las 
Entidades Locales, aprobado por Real Decreto 1.372/1986, de 13 de junio, 
“Son bienes de servicio público los destinados directamente al cumplimiento 
de fines públicos de responsabilidad de las Entidades Locales, tales como 
Casas Consistoriales, Palacios Provinciales y, en general, edificios que sean 
de las mismas, mataderos, mercados, lonjas, hospitales, hospicios, museos, 
montes catalogados, escuelas, cementerios, elementos de transporte, piscinas 
y campos de deporte, y, en general, cualesquiera otros bienes directamente 
destinados a la prestación de servicios públicos o administrativos”. 

 
Ahora bien, para llegar a declarar la responsabilidad patrimonial de la 

Administración, hay que analizar si se dan los requisitos necesarios para su 
nacimiento, esto es la efectiva producción de un daño antijurídico, que el 
interesado no tiene el deber jurídico de soportar, derivado de una relación de 
causalidad con el funcionamiento de los servicios públicos.  

 
La determinación de la relación de causalidad exige comprobar si, a la 

vista de los datos resultantes del expediente, la lesión sufrida por el 
reclamante fue o no consecuencia del deficiente estado de la instalación, de 
forma que el nexo causal se produjera, directa e inmediatamente, entre el 
funcionamiento del servicio y el daño producido. 

 
El concepto de relación causal, a los efectos de poder apreciar la 

responsabilidad patrimonial de las Administraciones Públicas, exige la 
comprobación del caso concreto partiendo de que la carga de la prueba 
corresponde al actor. Uno de los requisitos sine qua non, condicionantes de 
la prosperabilidad de una reclamación por responsabilidad patrimonial de la 
Administración Pública, es la prueba de la existencia de una relación directa, 
inmediata y exclusiva, de causa a efecto, entre el daño alegado y el 
funcionamiento del servicio público correspondiente; o como dice la 
expresión legal, de una lesión que sea “consecuencia de” los servicios 
públicos. 

 
Y si bien se ha matizado jurisprudencialmente (Sentencias del Tribunal 

Supremo de 29 de mayo de 1984, 11 de febrero y 19 de mayo de 1987 y 8 
de octubre de 1996) que no ha de exigirse una prueba directa y concluyente 
de difícil consecución, sí se precisa que pueda deducirse, conforme a las 
reglas del criterio racional, un enlace preciso entre uno y otro elemento. Esta 
prueba, como la de la concurrencia de los demás requisitos positivos de la 
responsabilidad patrimonial de la Administración, incumbe al perjudicado 
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reclamante, pues si éste no tiene el deber jurídico de soportar el daño, 
tampoco la Administración tiene el deber jurídico de soportar la 
indemnización de unos daños que ella no ha causado. 

 
La carga de la prueba pesa sobre la parte reclamante de acuerdo con 

los viejos aforismos necessitas probandi incumbit ei qui agit y onus probandi 
incumbit actori, con el artículo 217 de la Ley de Enjuiciamiento Civil. La 
Administración, por su parte, deberá probar los hechos que, en su caso, 
desvirtúen los alegados. Ello, sin perjuicio de que la regla pueda intensificarse 
o alterarse, según los casos, en aplicación del principio de la buena fe en su 
vertiente procesal, mediante el criterio de la facilidad, cuando hay datos de 
hecho que resultan de clara facilidad probatoria para una de las partes y de 
difícil acreditación para la otra (Sentencias del Tribunal Supremo de 29 de 
enero, 5 de febrero y 19 de febrero de 1990, y 2 de noviembre de 1992, 
entre otras). 

 
En el supuesto sometido a dictamen, a la vista de los documentos que 

integran el expediente, puede considerarse probada la realidad de la lesión 
de tobillo sufrida por el reclamante, tal como resulta del informe del Servicio 
de Urgencias de fecha 12 de diciembre de 2022, según el cual aquél fue 
operado el 11 de diciembre de fractura de luxación del tobillo izquierdo y 
dado de alta el 13 de diciembre. Igualmente queda acreditada la lesión a 
través de los informes de Traumatología y Rehabilitación, y del de Atención 
Continuada. 

 
Por contra, no pueden considerarse acreditadas las circunstancias del 

suceso en los términos relatados por el reclamante, que imputa su caída al 
mal estado de la instalación, por encontrase levantado su firme y existir 
gravilla y agua en el mismo, respecto de lo que, sin embargo, no aporta 
prueba alguna, sin haber siquiera realizado el que se entiende hubiera sido 
para él el sencillo esfuerzo probatorio de identificar y pedir la declaración 
testifical de los compañeros con los que jugada al fútbol, más allá de la 
referencia genérica que hace a los mismos en uno de sus escritos.  

 
Frente a sus alegaciones sobre el mal estado de la instalación, tanto la 

propia concesionaria del servicio de gestión y control del Complejo Deportivo, 
como el director de Instalaciones Deportivas del Ayuntamiento, describen la 
pista de fútbol como una sala cubierta con un pavimento continuo de 
hormigón pulido con superficie plana y juntas de dilatación que no presenta 
irregularidades ni fisuras, tal y como incluso puede observarse en las 
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fotografías incorporadas al expediente, sin que exista en contra de ello 
prueba alguna o alegación aportada por el reclamante.  

 
En cuanto a la existencia de agua, el técnico de la concesionaria, que 

acudió al lugar del accidente inmediatamente después de producido este, 
deja constancia en su parte de trabajo que debido a las grandes lluvias de 
esos días había un charco ubicado en la parte lateral derecha de la pista 
cerca del centro, mientras que, sin embargo, la caída se produjo en el lateral 
izquierdo.  

 
De lo anterior, puede concluirse que el daño por el que se reclama no 

guarda relación con el funcionamiento del servicio público, ya que no se 
produjo como consecuencia del mal estado de las instalaciones, o por un mal 
funcionamiento del servicio público imputable al Ayuntamiento, tal y como 
resulta de la documentación obrante en el expediente. 

 
La prueba disponible pone de manifiesto que el siniestro perfectamente 

puede calificarse como un accidente propio de la práctica deportiva, de un 
lance de ese ejercicio al intentar controlar el balón. A este respecto, interesa 
destacar cómo en la anamnesis del informe de alta de traumatología de 12 
de diciembre de 2022, el especialista que lo atiende hace constar literalmente 
que “El paciente refiere haber apoyado mal el pie izquierdo al saltar mientras 
jugaba al fútbol, notando un chasquido”.  

 
Lo que no permite afirmar la prueba disponible es que el suceso fuera 

debido a un mal estado de las instalaciones o a una falta de mantenimiento o 
de diligencia imputable al Ayuntamiento. Por tanto, el hecho no es imputable 
a la omisión de deber alguno del Ayuntamiento. Y por ello no cabe apreciar 
conexión alguna entre el daño y la prestación del servicio público.  

 
En definitiva, y conforme a todo lo anterior, en el supuesto analizado 

concurre lo que se ha venido denominando por la doctrina y la jurisprudencia 
el riesgo general de la vida. Por lo que, este Consejo Consultivo debe 
compartir el criterio desestimatorio de la propuesta de resolución, sin que 
quepa apreciar la existencia de un mal funcionamiento de la Administración 
en el desarrollo de la actividad deportiva que realizaba el reclamante 
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III 
CONCLUSIONES 

 
En mérito a lo expuesto, el Consejo Consultivo de Castilla y León 

informa: 
 
Procede dictar resolución desestimatoria en el procedimiento de 

responsabilidad patrimonial iniciado como consecuencia de la reclamación 
presentada por D. yyyy, debido a los daños sufridos como consecuencia de la 
caída producida en la pista cubierta de fútbol del Complejo Deportivo cccc. 

 
 
No obstante, V.E. resolverá lo que estime más acertado. 
 


